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[bookmark: _Hlk167099545]CONTRATO DE EJECUCIÓN DE SERVICIOS NÚMERO ________2026 PARA LA CONTRATACIÓN DE LOS SERVICIOS DE REPRESENTACIÓN LEGAL DEL MICM ANTE INSTANCIAS JURISDICCIONALES, RESPECTO DE PROCESOS LITIGIOSOS INICIADOS Y POR INICIAR EN DEFENSA DE ESTE MINISTERIO EN MATERIA DE DERECHO ADMINISTRATIVO REFERENCIA: MICM-CCC-PEJU-2026-0001.

ENTRE: De una parte, EL MINISTERIO DE INDUSTRIA, COMERCIO Y MIPYMES (MICM), institución del Estado Dominicano regulada por la Ley Núm. 37-17, de fecha cuatro (4) de febrero del año dos mil diecisiete (2017), modificada por la Ley Núm.10-21, del once (11) de febrero del dos mil veintiuno (2021), provisto del Registro Nacional de Contribuyentes (RNC) Núm. 401-00735-5, con su sede en la Torre MICM, ubicada en la avenida 27 de Febrero Núm. 306, sector Bella Vista, Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, República Dominicana; debidamente representada por el Ministro de Industria, Comercio y MiPymes, el señor __________________________, dominicano, mayor de edad, casado, titular de la cédula de identidad y electoral Núm. __________________________, domiciliado y residente en esta ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, República Dominicana, quien actúa en virtud a los poderes que le otorga la Ley Núm. 37-17 y el Decreto Núm. 3-26, de fecha seis (6) de enero del año dos mil veintiséis (2026); que para los fines del presente Contrato, se denominará “LA INSTITUCIÓN CONTRATANTE”, o por su nombre completo o por sus siglas “EL MICM”, indistintamente.

Y de la otra parte, el señor __________________________, dominicano, mayor de edad, portador de la Cédula de Identidad y Electoral __________________________, domiciliado en __________________________, quien, para los fines del presente Contrato, se denominará “EL ASESOR.

En lo adelante del presente contrato cuando se refiera a EL MICM y “EL ASESOR” de manera conjunta, serán denominados “LAS PARTES”. 

PREÁMBULO:

CONSIDERANDO: Que de conformidad con las disposiciones del artículo 138 de la Constitución dominicana la Administración Pública “está sujeta en su actuación a los principios de eficacia, jerarquía, objetividad, igualdad, transparencia, economía, publicidad y coordinación, con sometimiento pleno al ordenamiento jurídico del Estado”, por lo que LA INSTITUCIÓN CONTRATANTE en cada una de sus actuaciones, debe garantizar su observancia y entero cumplimiento.

CONSIDERANDO: Que la Constitución dominicana consagra dentro de sus principios, en concordancia con el Estado social y democrático de Derecho, los servicios públicos que el Estado debe proveer a sus ciudadanos, los cuales tienen un carácter progresivo. En ese orden, el artículo 147 constitucional establece que: “Los servicios públicos están destinados a satisfacer las necesidades de interés colectivo. Serán declarados por ley. En consecuencia: (...) 2) Los servicios públicos prestados por el Estado o por los particulares, en las modalidades legales o contractuales, deben responder a los principios de universalidad, accesibilidad, eficiencia, transparencia, responsabilidad, continuidad, calidad, razonabilidad y equidad tarifaria…”.

CONSIDERANDO: Que conforme dispone la Ley núm. 37-17 de fecha 4 de febrero de 2017 modificada por la Ley núm. 10-21, del 11 de febrero del 2021, el Ministerio de Industria y Comercio y MIPYMES (MICM), posee la responsabilidad de establecer políticas nacionales y aplicar las estrategias para el desarrollo, fomento y competitividad de la industria; el comercio interno, incluida la comercialización, el control y el abastecimiento del mercado de derivados del petróleo y demás combustibles; Así como de velar por la correcta aplicación de las leyes, normas y regulaciones que rijan la industria, el comercio interno, incluida la comercialización, el control y el abastecimiento del mercado de derivados del petróleo y demás combustibles.  

CONSIDERANDO: Que  tanto la Ley 47-25 sobre Contrataciones Públicas, y su reglamento de aplicación el decreto 52-26, considera la existencia de casos que por su naturaleza constituye elementos necesarios para ser categorizados dentro de uno de los procedimientos de excepción  reconocidos  por dicha ley, de manera particular y especifica  en los artículo 77, 78 y 79 así como el artículo 168 del referido reglamento, en el caso de que nos ocupa lo concerniente a la contratación de servicios de representación legal ante instancias jurisdiccional, esta figura salvaguarda la posibilidad institucional de hacer frente a las contingencias legales  que por la naturaleza propia de la institución nos vemos envueltos, de igual manera la nueva normativa que regula los procedimientos de contratación, así como su reglamento de aplicación, consagran estas excepciones y por consiguiente lo disponen como la vía legalmente idónea para este de contratación.

CONSIDERANDO: Que es necesario subrayar que la nueva ley num.47-2025 en su artículo 77 indica que la contratación por excepción es aquella que se desarrolla exceptuando de su aplicación el rigor de los procedimientos ordinarios, y que solo puede realizarse bajo las circunstancias situaciones y condiciones previstas en la presente ley y sus reglamentos de aplicación.

CONSIDERANDO: Que el artículo 78 que consagra los procedimientos de excepción reconocidos en esta normativa, refiere en su numeral 11 lo siguiente: “Servicios de representación jurídica y de gestión de intereses.” La contratación de personas físicas o jurídicas para ejercer la representación o defensa legal ante instancias jurisdiccionales de conciliación o arbitraje a nivel nacional o internacional, así como la contratación de servicios profesionales de asesoría en temas legales a nivel nacional de representación en gestión de intereses a nivel nacional ante instancias internacionales y de otros Estados;

CONSIDERANDO: Que el artículo 79 establece la forma en que deben justificarse las excepciones indican los siguientes: el uso de cualquiera de las excepciones a los procedimientos ordinarios de selección deberá estar siempre justificado y debidamente motivado mediante resolución del Comité de Contrataciones Públicas de la institución contratante para aprobar el inicio de su ejecución previo informes técnicos y jurídicos que motiven y justifiquen su uso.

CONSIDERANDO: Que el artículo 22 del Reglamento que define las competencias, funciones, estructura interna y organización del MICM, aprobado mediante el Decreto núm. 100-18, establece que el principal objetivo de la Dirección Jurídica consiste en asesorar legalmente del Ministro y dependencias de la institución, supervisar la representación legal del Ministerio en casos de litigios, incoar acciones y dar seguimiento a los asuntos legales que sean referidos por las diferentes unidades organizativas de la institución y revisar los procedimientos internos para el dictado de actos administrativos que conlleven responsabilidad legal para el MICM.

CONSIDERANDO: Que la Ley núm. núm. 17-19, para la Erradicación del Comercio Ilícito, Contrabando y Falsificación de Productos Regulado, establece en su artículo 20 que el Ministerio de Industria, Comercio y MIPYMES (MICM), será el órgano regulador para el conocimiento y sanción de las infracciones administrativas en materia de hidrocarburos, quedando habilitado para especificar y graduar, por vía reglamentaria, las infracciones o sanciones legalmente establecidas relativas a hidrocarburos y su comercialización. Además, el Decreto núm.100-18, en su artículo 48 estipula que el ministro en el ejercicio de su potestad reguladora y sancionadora observará las disposiciones establecidas en la Ley núm. 107-13 y las disposiciones del Reglamento Administrativo Sancionador del Ministerio.

CONSIDERANDO: Que, si bien el fundamento legal del presente proceso es el artículo 78, numeral 12, de la Ley No. 47-25, relativo al arrendamiento de bienes inmuebles para uso estatal, regulado por el artículo 163 del Decreto No. 52-26, al momento de la tramitación del presente proceso el Sistema Electrónico de Contrataciones Públicas (SECP) no dispone de una categoría habilitada específica para dicha modalidad de excepción. En consecuencia, y a fin de garantizar la transparencia y trazabilidad del proceso en la plataforma oficial, el expediente se registra bajo el circuito de “Obras científicas, Técnicas y Artísticas o Restauración de Monumentos”, conforme a lo dispuesto en el artículo 9 de la Resolución Núm. PNP-01-2026 de la DGCP, sin que ello implique modificación alguna del fundamento legal aplicable ni de los requisitos y condiciones exigidos por la normativa vigente para el arrendamiento de bienes inmuebles de uso institucional. Esta situación queda expresamente documentada mediante nota técnica que forma parte integral del presente expediente.

CONSIDERANDO: Que resulta necesario designar peritos evaluadores encargados de rendir un informe sobre la oferta presentada y hacer las evaluaciones correspondientes para la presentación de informe de recomendación a este Comité, conforme a lo establecido en la Ley, el reglamento que rigen las Compras y Contrataciones del Estado, y el Manual de Procedimientos de Contratación por Excepción emitido por la Dirección General de Contrataciones Públicas (DGCP).

CONSIDERANDO: Que la Suprema Corte de Justicia, en su sentencia 692-2021, del 24 de marzo del 2021, ha precisado que, el contrato de cuota litis es un acuerdo suscrito entre una persona que tiene el deseo o la necesidad de ser representada en justicia y un abogado litigante, mediante el cual el segundo acepta asumir la representación y defensa en justicia del primero, originándose entre ellos un mandato asalariado en que el cliente es el mandante y el abogado es el mandatario. Del mismo modo, la representación en justicia tiene como elemento singular, un vínculo de confianza que informa la relación entre abogado y cliente, y es en principio, producto de la necesidad del cliente en confiar en quien está dotado de una experiencia y conocimiento, así como se extiende a toda la actuación del abogado que, conocedor de sus obligaciones y deberes, actuar comprometido con ellos, entregándose a la defensa de los intereses de su cliente sin fisuras o incertidumbres.

CONSIDERANDO: Que en el marco de la prestación de dichos servicios de representación legal, el proveedor contratado deberá entregar, de manera periódica y conforme a los requerimientos de la Dirección Jurídica, los productos derivados de su intervención profesional, consistentes en la elaboración y presentación de escritos procesales, memoriales, demandas, recursos, incidentes y defensas que resulten necesarios en los procesos judiciales apoderados; la emisión de informes técnicos y reportes de avance sobre el estado de los expedientes y las estrategias jurídicas adoptadas; así como el acompañamiento en audiencias y actuaciones procesales ante los tribunales correspondientes, lo cual permitirá al MICM dar seguimiento efectivo a los procesos, fortalecer su defensa institucional y garantizar la protección del interés público y la legalidad de sus actuaciones.

CONSIDERANDO: Qué en base a lo expuesto anteriormente, se recomienda el perfil del señor __________________________, dominicano, mayor de edad, casado, abogado en ejercicio, titular de la cédula de identidad y electoral __________________________, domiciliado y residente en esta ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, quien cuenta con una trayectoria profesional de más de veinticinco (25) años en el ejercicio del derecho, con amplia experiencia en litigios complejos en materia administrativa, constitucional y regulatoria. El referido profesional es Licenciado en Derecho Magna Cum Laude, con estudios de postgrado y maestría en derecho comparado e internacional de los negocios, justicia constitucional y derecho societario y comercial, y ha ejercido de manera continua la representación legal ante el Tribunal Superior Administrativo, la Suprema Corte de Justicia y otras instancias jurisdiccionales, tanto en el ámbito público como privado.

CONSIDERANDO: Que, en atención a la necesidad de los servicios antes descritos, mediante Acta núm. 04-2026 de fecha cinco (22) del mes de abril del 2026, el Comité de Compras y Contrataciones del Ministerio de Industria, Comercio y MiPymes (MICM), aprobó el inicio del proceso de excepción la Contratación de Los Servicios de Representación Legal del MICM Ante Instancias Jurisdiccionales, Respecto de Procesos Litigiosos Iniciados y Por Iniciar en Defensa de Este Ministerio en Materia de Derecho Administrativo Referencia: MICM-CCC-PEJU-2026-0001.

[bookmark: _Hlk101275211][bookmark: _Hlk531764635]CONSIDERANDO: Que, en fecha_______ () del mes de mayo del año dos mil veinticinco (2026), EL MINISTERIO DE INDUSTRIA, COMERCIO Y MIPYMES (MICM), publico el Proceso de Excepción, la Contratación de los Servicios de Representación Legal del MICM Ante Instancias Jurisdiccionales, Respecto de Procesos Litigiosos Iniciados y Por Iniciar en Defensa de este Ministerio En Materia de Derecho Administrativo Referencia: MICM-CCC-PEJU-2026-0001. en el Sistema Electrónico de Contrataciones Públicas (SECP) y en el Portal de Transparencia Institucional, en virtud de las disposiciones del artículo del Decreto 52-26.

CONSIDERANDO: Que, en fecha_______ () del mes de mayo del año dos mil veinticuatro (2026), EL MINISTERIO DE INDUSTRIA, COMERCIO Y MIPYMES (MICM), invito al oferente __________________________ a presentar su oferta para la Contratación de los Servicios de Representación Legal del MICM Ante Instancias Jurisdiccionales, Respecto de Procesos Litigiosos Iniciados y Por Iniciar en Defensa de Este Ministerio en Materia de Derecho Administrativo Referencia: MICM-CCC-PEJU-2026-0001.

CONSIDERANDO: Que mediante informe definitivo de evaluación técnica y económica de fecha_____ ( ) del mes de mayo del año 2026, de la propuesta para la Contratación de los Servicios en Asesoría Legal Externa Especializada la Contratación de Los Servicios de Representación Legal del MICM Ante Instancias Jurisdiccionales, Respecto de Procesos Litigiosos Iniciados y Por Iniciar en Defensa de Este Ministerio en Materia de Derecho Administrativo Referencia: MICM-CCC-PEJU-2026-0001., los peritos designados conforme los documentos presentados y los criterios establecidos en la especificaciones técnicas del presente procedimiento consideraron que el oferente __________________________ , cumple con todos los requisitos exigidos tanto documentales como en la razonabilidad de la propuesta económica, razones por las que recomendaron su adjudicación por un monto total de hasta un monto total de __________________________ (__________________________).

CONSIDERANDO: Que el Comité de Compras y Contrataciones de EL MINISTERIO DE INDUSTRIA, COMERCIO Y MIPYMES (MICM), mediante Acta No_____2026, de fecha_______ () del mes de _____ del año dos mil veintiséis (2026), le adjudicó a __________________________ el Contrato los Servicios en Asesoría Legal Externa Especializada la Contratación de Los Servicios de Representación Legal del MICM Ante Instancias Jurisdiccionales, Respecto de Procesos Litigiosos Iniciados y Por Iniciar en Defensa de Este Ministerio en Materia de Derecho Administrativo Referencia: MICM-CCC-PEJU-2026-0001.

CONSIDERANDO: Que, en fecha dieciséis (16) del mes de abril del año dos mil veintiséis (2026), EL MINISTERIO DE INDUSTRIA, COMERCIO Y MIPYMES (MICM), procedió a la notificación del resultado del Proceso de Excepción.

CONSIDERANDO: Que, en fecha_________ () del mes de abril del año dos mil veinticinco (2025) EL PROVEEDOR constituyó la Garantía de Fiel Cumplimiento de Contrato, correspondiente al cuatro por ciento (4%) del monto total adjudicado, en cumplimiento a las disposiciones establecidas en del Reglamento de Aplicación de la Ley de Compras y Contrataciones aprobado mediante el Decreto núm.52-26;

POR LO TANTO, y en el entendido de que el anterior preámbulo forma parte integral del presente contrato, LAS PARTES libre y voluntariamente:

HAN CONVENIDO Y PACTADO LO SIGUIENTE:

ARTÍCULO 1.- OBJETO DEL CONTRATO: EL MICM, por medio del presente documento la Contratación de Los Servicios de Representación Legal del MICM Ante Instancias Jurisdiccionales, Respecto de Procesos Litigiosos Iniciados y Por Iniciar en Defensa de Este Ministerio en Materia de Derecho Administrativo de EL ASESOR, quien acepta y se compromete bajo las condiciones que se indican más adelante a ejercer la función de “Asesoría Externa Legal Especializada”, para EL MICM.

PARRAFO I: ALCANCE DE LA CONTRATACION. El ámbito de la contratación comprende servicios de Asesoría Externa Legal Especializada para Asistir al Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes (MICM), Representación Legal del MICM Ante Instancias Jurisdiccionales, Respecto de Procesos Litigiosos Iniciados y Por Iniciar en Defensa de Este Ministerio en Materia de Derecho Administrativo, asegurando la entrega de los siguientes productos: 

1. Asistir a la Dirección Jurídica elaborando escritos de procesos litigiosos en materia de Derecho Administrativo, Derecho Constitucional y Regulación Sectorial.

2. Elaborar memoriales, escritos de defensa y demandas provisionales o incidentales con relación a estos procesos, si fuere necesario, en representación de los intereses del MICM, en litigios iniciados y por iniciar ante los tribunales de la República Dominicana.

3. Brindar apoyo jurídico en la elaboración de memorandos, alguacil o informes relativo a los asuntos apoderados.

4. actos de Presentación de informes de avance sobre los asuntos para los cuales haya sido solicitados o sobre aspectos tratados con relación a los procesos litigiosos en curso, incluyendo el acompañamiento ante los tribunales apoderados.

5. Asistir a audiencias, vistas y reuniones de trabajo, si fuere necesario en representación del MICM, para sustentar la posición del MICM en los tribunales de la República Dominicana. 

6. Realizar cualquier otra función dentro del ámbito de su representación que le sean solicitados por la Dirección Jurídica.

[bookmark: _Hlk80281159]ARTÍCULO 2.- MONTO DEL CONTRATO: LAS PARTES acuerdan que EL ASESOR, por la prestación de los servicios indicados en el Artículo 1 del presente Contrato, recibirá como concepto de honorarios profesionales por un monto total ascendente a la suma __________________________ (__________________________) incluido el Impuesto a la Transferencia de Bienes Industrializados y Servicios (ITBIS).

ARTÍCULO 3.- FORMAS Y CONDICIONES DE PAGO. Los pagos serán realizados de manera mensual con posterioridad a la prestación de los servicios, en un plazo no mayor a cuarenta y cinco (45) días contados a partir de la aprobación de la factura y constancia de recepción de los servicios por parte de la Dirección Jurídica:

a) EL MICM podrá retener o deducir sumas que correspondan a impuestos u otros conceptos, según la legislación dominicana.

b) El asesor no estará exento de ningún pago de impuestos y por tanto será el único responsable por el pago de los gravámenes sobre las sumas percibidas bajo el mismo.

c) Las facturas y sus soportes deberán ser remitidos por la Dirección Jurídica a la Dirección Administrativa, ubicada en el segundo piso de la Torre MICM, Av. 27 de Febrero No. 306, Bella Vista. Santo Domingo, República Dominicana. 

ARTÍCULO 4. VIGENCIA DEL CONTRATO. - La vigencia del presente Contrato será de un (01) año a partir de la fecha de la suscripción de éste y hasta su fiel cumplimiento, de conformidad con el plazo establecido para la entrega de LOS SERVICIOS.	

ARTÍCULO 5. SUPERVISOR O RESPONSABLE DEL CONTRATO. La supervisión de la ejecución y cumplimiento de las obligaciones contraídas por EL PROVEEDOR a favor de LA INSTITUCIÓN CONTRATANTE estará a cargo de __________________________.

PÁRRAFO: EL PROVEEDOR reconoce y acepta que el supervisor o responsable del presente Contrato podrá definir directrices, lineamientos y efectuar el seguimiento y monitoreo al cumplimiento del mismo en representación de LA INSTITUCIÓN CONTRATANTE. 

ARTÍCULO 6. OBLIGACIONES DE LA INSTITUCIÓN CONTRATANTE. En adición a las obligaciones reconocidas a LA INSTITUCIÓN CONTRATANTE en la Ley Compras y Contrataciones de Bienes, Servicios, Obras y Concesiones, su reglamento de aplicación y los términos de referencia vinculado a este Contrato, serán también obligaciones a su cargo, las siguientes: 

1) Facilitar a EL PROVEEDOR y a su personal técnico acreditado cualquier documento bajo su custodia o de su titularidad que se necesario para la prestación de LOS SERVICIOS.

2) Realizar los pagos a EL PROVEEDOR en un plazo no mayor de cuarenta y cinco (45) días contados a partir de que la factura sea depositada en el Departamento correspondiente. 

ARTÍCULO 7. OBLIGACIONES GENERALES DEL PROVEEDOR. EL PROVEEDOR se obliga y compromete a prestar LOS SERVICIOS con la calidad y características establecidas en los términos de referencia y el presente Contrato:

1) Emplear únicamente técnicos competentes y experimentados en sus especialidades respectivas, así como personal y jefes del equipo capaces para garantizar la debida ejecución del servicio en virtud del Contrato con estricto cumplimiento de los plazos de ejecución.

2) Cumplir con la prestación de los servicios, salvo caso fortuito o fuerza mayor o por actos o incumplimiento de la autoridad administrativa, que hagan imposible la ejecución del Contrato. 

3) Acatar las instrucciones que durante el desarrollo del Contrato se impartan por parte del MICM vía la Dirección Jurídica.

4) Obrar con lealtad y buena fe en las distintas etapas contractuales evitando dilataciones.

5) No acceder a peticiones o amenazas de quienes actúen por fuera de la Ley con el fin de hacer u omitir algún hecho.

6) Colaborar con el MICM en lo que sea necesario para que el objeto de la contratación se cumpla. 

7) Mantener la reserva profesional sobre la información que le sea suministrada para el objeto del desarrollo del Contrato y cumplir en todo momento con la Política del Sistema Integrado de Gestión del MICM y el Compromiso de Cumplimiento de Oferentes del MICM, que forma parte integral del presente contrato.

8) Prestar los servicios conforme a lo requerido en el presente contrato, el pliego de condiciones y su oferta técnica y económica.

ARTÍCULO 8. GARANTÍA DE FIEL CUMPLIMIENTO DE CONTRATO. - Para garantizar el fiel cumplimiento del presente Contrato, EL PROVEEDOR hace formal entrega de una póliza de seguros a favor de LA INSTITUCIÓN CONTRATANTE, de acuerdo a lo establecido en el Reglamento de Aplicación de la Ley de Compras y Contrataciones aprobado mediante el Decreto número 52-26, por un valor equivalente al cuatro por ciento (  ) del monto total adjudicado. 

PÁRRAFO. Dicha garantía responderá de los daños y perjuicios que se produzcan a LA INSTITUCIÓN CONTRATANTE en caso de incumplimiento, que determinará en todo caso la ejecución de la garantía, independientemente del resto de acciones que legalmente procedan.

ARTÍCULO 9. DEVOLUCIÓN DE LA GARANTÍA DE FIEL CUMPLIMIENTO. LA INSTITUCIÓN CONTRATANTE, devolverá la garantía de fiel cumplimiento del Contrato al PROVEEDOR en un plazo no mayor de diez (10) días hábiles, luego de haber recibido conforme el suministro de LOS SERVICIOS y la emisión de la Certificación de Recepción conforme de LOS SERVICIOS.

ARTÍCULO 10. INDEMNIDAD Y RESPONSABILIDAD CIVIL. EL PROVEEDOR será el único responsable por los daños y perjuicios causados a las personas que laboren en la prestación de LOS SERVICIOS y por todos los daños y perjuicios que puedan causar a terceras personas y/o propiedades, así como también, asumirá la totalidad de los riesgos y compromisos que se originen por los mismos. 

PÁRRAFO I. En caso de que algún reclamo o demanda se dirigiera contra LA INSTITUCIÓN CONTRATANTE, EL PROVEEDOR queda obligado a comparecer como tercero y asumir la responsabilidad solidaria. En caso de que la acción prosperara, y resulte de la falta de EL PROVEEDOR deberá restituir el monto de la condena, incluidos los gastos, costas y honorarios, y todo otro gasto que surja por tal motivo, pudiendo hacerse efectivo de sus bienes a deducírsele al efectuarse los pagos pendientes y/o del depósito en garantía, el que deberá ser repuesto dentro de los quince (15) días.

ARTÍCULO 11. DOCUMENTOS ANEXOS E INTEGRANTES DEL CONTRATO. Los siguientes documentos que constan como anexo en el presente Contrato, forman parte integral e insustituible del mismo y LAS PARTES reconocen cada uno de éstos como parte intrínseca del Contrato:

1) Acta No.22-2026 del comité de compras.
2) Oferta técnica y económica de EL PROVEEDOR;
3) Garantía de fiel cumplimiento del Contrato;
4) Certificado de cuota a comprometer.
5) Informe Justificativo

ARTÍCULO 12. INTERPRETACIÓN DEL CONTRATO Y LEGISLACIÓN APLICABLE. Tanto la interpretación del presente Contrato y sus anexos, como su legislación se realizará conforme a las leyes de la República Dominicana.

ARTÍCULO 13. VALIDEZ Y PERFECCIONAMIENTO DEL CONTRATO. El presente Contrato será válido cuando para su suscripción se haya cumplido con ordenamiento jurídico y cuando el acto definitivo de adjudicación y la constitución de la Garantía de Fiel Cumplimiento de contrato hayan sido satisfechas. 

ARTÍCULO 14. NULIDAD DEL CONTRATO. La suscripción del presente Contrato en violación al régimen de prohibiciones e inhabilidades establecido en el artículo 14 de la Ley número 340-06 sobre Compras y Contrataciones de Bienes, Servicios y Obras y sus modificaciones, constituirá una causa de nulidad absoluta del Contrato en cualquier estado que se encuentre, sin perjuicio de otra acción que decida interponer LA ENTIDAD CONTRATANTE .

ARTÍCULO 15. DECLARACIÓN DE INTEGRIDAD Y PROHIBICIÓN DE PRÁCTICAS CORRUPTAS. LAS PARTES declaran y garantizan no haber, realizado directa o indirectamente, o tratándose de una persona jurídica a través de sus socios, integrantes de los órganos de administración, apoderados, representantes legales o personas vinculadas haber ofrecido, negociado o efectuado, cualquier pago o, en general, cualquier beneficio o incentivo ilegal en relación al presente Contrato.

PÁRRAFO I: LAS PARTES se obligan a conducirse en todo momento, durante la ejecución del presente Contrato, con honestidad, probidad, veracidad e integridad y de no cometer actos ilegales o de corrupción, directa o indirectamente o a través de sus socios, accionistas, integrantes de los órganos de administración, apoderados, representantes legales o personas vinculadas. 

PÁRRAFO II: EL PROVEEDOR se compromete a comunicar a las autoridades competentes, de manera directa y oportuna, cualquier acto o conducta ilícita o corrupta de servidores o funcionarios de LA INSTITUCIÓN CONTRATANTE de la que tuviera conocimiento en el marco del presente contrato.

PÁRRAFO III: LAS PARTES se comprometen a cumplir con la legislación nacional vigente sobre antisoborno, anticorrupción y contra el lavado de activos, específicamente con la Ley número 155-17 sobre Lavado de Activos y el Financiamiento del Terrorismo. 

PÁRRAFO IV: Puntualmente, EL PROVEEDOR se compromete a no colocar a los funcionarios públicos con los que deba interactuar, en situaciones reñidas con la ética. En tal sentido, reconoce y acepta la prohibición de ofrecerles a éstos cualquier tipo de obsequio, donación, beneficio y/o gratificación, ya sea de bienes o servicios, cualquiera que sea la finalidad con la que se lo haga.

PÁRRAFO V: EL PROVEEDOR acepta y reconoce que el incumplimiento de lo expresado precedentemente puede derivar y resultar en la inmediata rescisión de este Contrato conforme el artículo 11 de la Ley número 340-06 y sus modificaciones, haciendo reserva LA INSTITUCIÓN CONTRATANTE de iniciar cualquier acción legal o judicial ante las autoridades competentes en contra de EL PROVEEDOR.

ARTÍCULO 16. FUERZA MAYOR Y CASO FORTUITO. Ninguna de LAS PARTES será responsable de cualquier incumplimiento del Contrato si su ejecución ha sido demorada, impedida, obstaculizada o frustrada por causas de Fuerza Mayor o Caso Fortuito en los términos que define el pliego de condiciones que forma parte integral de este contrato.

PÁRRAFO I: Las causas de Fuerza Mayor o Caso Fortuito no incluyen:

1) Cualquier evento causado por negligencia o acción intencional de una Parte;

2) Cualquier evento que una de LAS PARTES pudo haber tomado en cuenta al momento de la firma o de la ejecución de este Contrato para evitar incumplimiento de sus obligaciones.

PÁRRAFO II: La falta de una parte involucrada en el presente Contrato, que le impida cumplir cualquiera de sus obligaciones, no será considerada como incumplimiento, siempre y cuando éste surja de un evento de Fuerza Mayor o Caso Fortuito y la parte afectada haya tomado todas las precauciones razonables, con el debido esmero y cuidado, siempre con el objetivo de cumplir con los términos y condiciones establecidos en este Contrato.

PÁRRAFO III: Si por causa de fuerza mayor o caso fortuito EL PROVEEDOR no concluye la prestación de LOS SERVICIOS en el plazo establecido, LA INSTITUCIÓN CONTRANTE deberá conceder una prórroga, es decir, extender el plazo de ejecución del presente Contrato por un tiempo razonable y nunca superior al plazo original. Para hacer efectiva esta prórroga, EL PROVEEDOR deberá presentar la solicitud a LA INSTITUCIÓN CONTRATANTE con un mínimo de Cinco (5) días de anticipación al vencimiento del plazo, de no hacerlo, se considerará que ha renunciado a su derecho en relación a la ocurrencia de la Fuerza Mayor o Caso Fortuito.

PÁRRAFO IV: EL PROVEEDOR tendrá derecho al pago o los pagos establecidos en el presente Contrato durante el período de incumplimiento como resultado de una causa de Fuerza Mayor o Caso Fortuito. Igualmente tendrá derecho al reembolso de cualquier gasto adicional directamente relacionado con las obligaciones resultantes del Contrato en el que incurra durante el período de Fuerza Mayor o Caso Fortuito. 
 
ARTÍCULO 17: NO RELACIÓN LABORAL. LAS PARTES aceptan y reconocen que el presente Contrato no establece una relación de subordinación laboral entre ellas bajo el Código de Trabajo de la República Dominicana o la Ley número 41-08 sobre Función Pública. EL PROVEEDOR acuerda, por este medio, liberar a LA INSTITUCIÓN CONTRATANTE de toda acción o demanda laboral que ella o su personal, los subcontratistas, sus empleados y/o representantes intentaren en su contra, derivada del cumplimiento y ejecución del presente Contrato.

ARTÍCULO 18. DISTRIBUCIÓN DE RIESGOS. Corresponden a EL PROVEEDOR la gestión de los riesgos de cada una de las obligaciones estipuladas en los artículos 1, 3, 7, 8, 10, 15, 23, 26, 27 y 28 del presente contrato, bajo la supervisión y monitoreo de la Dirección Jurídica, quien validará su materialización o no, por su parte, corresponde al MICM en caso de materialización, los riesgos vinculados al no cumplimiento de los pagos en el tiempo y la forma establecida, cuando el proveedor haya cumplido de manera satisfactoria con el objeto del Contrato. 

ARTÍCULO 19. SUSPENSIÓN DEL CONTRATO. LA INSTITUCIÓN CONTRATANTE ARTÍCULO 19. SUSPENSIÓN DEL CONTRATO. LA INSTITUCIÓN CONTRATANTE podrá ordenar la suspensión temporal del presente Contrato mediante acto administrativo debidamente motivado y notificado a EL PROVEEDOR, de conformidad con las causas previstas en el artículo 153 de la Ley núm. 47-25 de Contrataciones Públicas y el artículo 196 de su Reglamento de Aplicación aprobado mediante Decreto núm. 52-26. En tales casos, LA INSTITUCIÓN CONTRATANTE deberá pagar a EL PROVEEDOR los servicios efectivamente prestados hasta la fecha en que la suspensión surta efecto y, cuando corresponda conforme a la referida ley, las compensaciones aplicables por los daños y perjuicios ocasionados por causas no imputables a EL PROVEEDOR.

ARTÍCULO 20. MODIFICACIÓN DEL CONTRATO. El presente Contrato podrá ser modificado de manera unilateral, como ejercicio de la facultad prevista en la Ley número 47-25 y sus modificaciones, o por las causas previamente establecidas en el pliego de condiciones, en ambos casos, siempre y cuando se mantenga el objeto de la contratación, se trate de circunstancias que fueron imprevisibles en el momento de iniciarse el procedimiento de selección y esa sea la única forma de satisfacer plenamente el interés general.

ARTÍCULO 21. PUBLICIDAD DE LAS MODIFICACIONES. Toda modificación del Contrato ya sea unilateral o prevista en el pliego de condiciones, deberá formalizarse mediante una adenda contractual suscrita por las partes y ajustada al modelo estandarizado correspondiente, conforme a lo dispuesto en el artículo 191 del Reglamento de Aplicación de la Ley núm. 47-25, aprobado mediante Decreto núm. 52-26. La adenda deberá contener la cláusula o condición modificada, el nuevo texto aprobado, los ajustes económicos, de plazo o alcance que correspondan y la referencia al acto administrativo que aprueba la modificación.

Asimismo, previo a la ejecución de cualquier prestación derivada de la modificación contractual, la adenda deberá ser registrada y publicada en el Sistema Electrónico de Contrataciones Públicas (SECP), de conformidad con el artículo 192 del referido Reglamento, así como registrada ante la Contraloría General de la República.

ARTÍCULO 22. RESTABLECIMIENTO DEL EQUILIBRIO ECONÓMICO Y FINANCIERO DEL CONTRATO. LAS PARTES tienen derecho a procurar el restablecimiento del equilibro económico y financiero del presente Contrato con sus correspondientes ajustes, para mantener las condiciones técnicas, económicas y financieras del mismo durante toda su ejecución, siempre que la causa de la ruptura no sea imputable a la parte que reclama la afectación y tampoco tenga la obligación de soportarla.

PÁRRAFO I: I: Para el restablecimiento del equilibrio económico y financiero del presente Contrato, la parte que lo invoque deberá demostrar de manera objetiva la ruptura de la ecuación financiera original y solicitar su restablecimiento conforme a los criterios, condiciones y procedimiento establecidos en los artículos 146 y 147 de la Ley núm. 47-25 de Contrataciones Públicas y los artículos 183, 184, 185 y 186 del Reglamento de Aplicación aprobado mediante Decreto núm. 52-26.
PÁRRAFO II: El acuerdo por LAS PARTES para restablecer el equilibrio económico y financiero del Contrato deberá formalizarse mediante la suscripción de una enmienda entre EL PROVEEDOR y LA INSTITUCIÓN CONTRATANTE, con el objetivo de actualizar el monto pendiente de ejecutar, en un plazo no mayor a cinco (05) días hábiles, contados desde la fecha de aceptación de la variación por la parte correspondiente y previo a realizarse cualquier prestación sustentada en la misma.

ARTÍCULO 23. RECEPCIÓN DE LOS SERVICIOS. Concluida la prestación de LOS SERVICIOS, el personal designado por LA INSTITUCIÓN CONTRATANTE como responsable del Contrato procederá a completar un Acta de recepción provisional donde determine, a partir de los términos de referencia, si el servicio cumplió o no con lo pactado. 

PÁRRAFO I. Si la prestación de LOS SERVICIOS fue acorde con los términos de referencia, la institución deberá formalizarla mediante la recepción conforme en un plazo de cinco (05) días hábiles, a partir del día siguiente de notificado la prestación de LOS SERVICIOS. EL PROVEEDOR tiene derecho de intimar a LA INSTITUCIÓN CONTRATANTE la emisión de la recepción conforme, sino lo realiza en el referido plazo. 

PÁRRAFO II. De existir cualquier anomalía con la prestación de LOS SERVICIOS y se tenga tiempo suficiente para que EL PROVEEDOR corrija las faltas antes de que se cumpla el período en que se necesitan, LA INSTITUCIÓN CONTRATANTE deberá notificar en un plazo de cinco (5) días hábiles, a EL PROVEEDOR para que subsane los defectos y proceda, en un plazo no superior a cinco (05) hábiles, a la corrección de los errores detectados. 

PÁRRAFO III. En los casos donde EL PROVEEDOR no haya cumplido con LOS SERVICIOS y la corrección no fuera posible antes del período en que LA INSTITUCIÓN CONTRATANTE lo requería, LA INSTITUCIÓN CONTRATANTE deberá notificar en un plazo de cinco (5) días hábiles, el acta de no conformidad con la prestación de esa proporción o sección de LOS SERVICIOS y, conforme con el debido proceso, puede iniciar las medidas administrativas correspondientes por la falta de EL PROVEEDOR respecto de la proporción de LOS SERVICIOS no ejecutada conforme con las especificaciones o la calidad requerida por LA INSTITUCIÓN CONTRATANTE. 

ARTÍCULO 24. EVALUACIÓN DE DESEMPEÑO. Una vez liquidado el presente Contrato, el supervisor o responsable de la contratación deberá evaluar el desempeño de EL PROVEEDOR en el SECP. Del mismo modo, EL PROVEEDOR deberá evaluar el desempeño de LA INSTITUCIÓN CONTRATANTE. 

ARTÍCULO 25. EXTINCIÓN DEL CONTRATO. El Contrato finalizará por una de las siguientes condiciones que acontezca en el tiempo: 

1) Cumplimiento del objeto; 

2) Por mutuo acuerdo entre LAS PARTES; 

ARTÍCULO 26. PROTECCIÓN AL MEDIO AMBIENTE. LAS PARTES se comprometen a cumplir con todas las leyes y regulaciones ambientales aplicables en relación con la ejecución de este Contrato. Cada Parte deberá adoptar las medidas necesarias para prevenir o mitigar cualquier impacto ambiental adverso derivado de sus actividades asociadas con este Contrato. Adicionalmente, EL PROVEEDOR se compromete a realizar sus operaciones de manera sostenible, promoviendo prácticas que reduzcan el consumo de los recursos naturales, minimicen la generación de residuos y fomenten la conservación del medio ambiente.

PÁRRAFO I. EL PROVEEDOR está obligado a cumplir con las normativas medioambientales vigentes relacionadas con su actividad durante la prestación del servicio. Esto incluye la adhesión a la Ley General sobre Medio Ambiente y Recursos Naturales núm. 64-00, sus leyes sectoriales, la Ley General de Gestión Integral y Coprocesamiento de Residuos Sólidos núm. 225-20 junto con su reglamento correspondiente, así como el Reglamento para la Gestión Integral de los Residuos de Aparatos Eléctricos y Electrónicos, establecido en el Decreto núm. 253-23, en el contexto de la Responsabilidad Extendida del Productor.

PÁRRAFO II. EL PROVEEDOR que incumpla con sus obligaciones ambientales bajo este contrato será responsable de remediar cualquier daño ambiental resultante y asumirá los costos asociados. Además, indemnizará a LA INSTITUCIÓN CONTRATANTE por cualquier pérdida, daño o gasto incurrido como consecuencia de dicho incumplimiento. EL PROVEEDOR del servicio acuerda cooperar plenamente con el Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales, y las instituciones del Estado pertinentes, a fin de proporcionar la información necesaria para demostrar el cumplimiento de las obligaciones ambientales. Esta cláusula de obligaciones ambientales permanecerá vigente durante la duración del contrato y sobrevivirá a su terminación.

PÁRRAFO III. EL PROVEEDOR se compromete, desde el inicio de las actuaciones del Contrato, a implementar medidas preventivas y respetuosas con la legislación ambiental, abordando vertidos y residuos de manera responsable, y notificando al Ministerio de Medio Ambiente cualquier impacto ambiental causado por sus servicios. Durante la ejecución del contrato, se obliga a aplicar continuamente estas medidas preventivas, optimizar el uso de recursos naturales, proteger la flora y fauna circundante, reportar de manera inmediata cualquier incidencia ambiental al Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales, mediante informes detallados, y asegurar que los gestores y/o prestadores de servicios cumplan con las autorizaciones y requisitos establecidos en la Ley General sobre sobre Medio Ambiente y Recursos Naturales núm. 64-00, Ley General de Gestión Integral y Coprocesamiento de Residuos Sólidos núm. 225-20 y su reglamento de aplicación, la Ley Sectorial de Áreas Protegidas núm. 202-04, y demás leyes sectoriales y regulaciones ambientales vigentes para garantizar un manejo adecuado y responsable de los desechos generados y de los recursos naturales. 

ARTÍCULO 27. PENALIDADES. En caso de retraso en el cumplimiento de las obligaciones de EL PROVEEDOR por causas imputables a éste, EL MINISTERIO DE INDUSTRIA, COMERCIO Y MIPYMES (MICM) comunicará a EL PROVEEDOR que tiene un plazo de cinco (05) días hábiles para cumplir con el requerimiento realizado; de lo contrario podrá deducirle el dos por ciento (2%) del valor total del Contrato por cada día de retraso en el cumplimiento. Dicha penalización se aplicará por retención en el siguiente pago que corresponda o de la liquidación final. Si llegado el plazo de los cinco (05) días hábiles EL PROVEEDOR aún no cumple con el requerimiento, EL MINISTERIO DE INDUSTRIA, COMERCIO Y MIPYMES (MICM) ejecutará la fianza de fiel cumplimiento del Contrato y se reserva el derecho a ejercer la resolución unilateral del contrato.

ARTÍCULO 28. RESPONSABILIDAD DE LAS PARTES. Cuando el presente Contrato sea resuelto por causas imputables a cualquiera de LAS PARTES, la parte responsable deberá resarcir a la parte afectada por los daños y perjuicios ocasionados, mediante la ejecución de las garantías correspondientes y/o el pago de las indemnizaciones aplicables, conforme a lo dispuesto en los artículos 197 y 198 del Reglamento de Aplicación de la Ley núm. 47-25, aprobado mediante Decreto núm. 52-26.

ARTÍCULO 29. IDIOMA. El presente Contrato ha sido redactado en idioma castellano o español, por tanto, toda la notificación y documentos que intercambien EL PROVEEDOR y LA INSTITUCIÓN CONTRATANTE deberán ser presentados en este idioma.

ARTÍCULO 30. COMPROMISO DE CONFIDENCIALIDAD. A partir del presente Contrato, toda la información de carácter confidencial debe mantenerse bajo secreto profesional y no divulgarse a terceros sin el consentimiento expreso y escrito de las partes. 

PÁRRAFO I: LA INSTITUCIÓN CONTRATANTE garantizará que las partes intervinientes y que interactúen con los datos personales en la contratación, se comprometan a respetar la confidencialidad de los mismos. 

PÁRRAFO II: La expresión “información confidencial” abarca todas y cada una de las informaciones o datos que sean suministrados por LA INSTITUCIÓN CONTRATANTE, sin consentimiento, incluyendo de manera enunciativa mas no limitativa las siguientes: i) información de cualquier tipo que se encuentre disponible físicamente o en sistemas de datos o tecnológicos, dispositivos o memorias de almacenamiento; ii) información que se refiera a datos, estrategias operativas, manuales, planes, establecido en todo o en parte mediante cualquier tipo de soporte; iii) información relativa a proyectos, políticas en general, procedimientos, comunicaciones, informes, base de datos, ideas, conceptos, listados de proveedores y ciudadanos; iv) información de índole financiera, tributaria, legal, administrativa, como estados financieros, contratos y/o acuerdos, e v) información que haya sido recibida de cualquier otra forma, ya sea oral, en gráficos o escrita, registros, informes o de una forma tangible o intangible.

ARTÍCULO 31. SOBRE LOS CONFLICTOS DE INTERÉS. LAS PARTES declaran al momento de suscribir el presente Contrato que no existe la participación de familiares o conocidos con intereses particulares o financieros que pudieran poner en riesgo la imparcialidad e independencia del objeto del contrato. Tanto LA INSTITUCIÓN CONTRATANTE como la otra Parte garantizarán total integridad y transparencia de los agentes que intervienen en la ejecución y las responsabilidades asumidas por estas, como medida de prevención.

PÁRRAFO I. Como medida de prevención y detención, LA INSTITUCIÓN CONTRATANTE deberá realizar la debida diligencia para garantizar la transparencia en la contratación. De igual forma, LA INSTITUCIÓN CONTRATANTE y su personal al servicio, que pudieran comprometer su imparcialidad e independencia, declararán cuando exista relación de parentesco entre ellas o de otra índole que pueda generar conflictos de interés al momento de la suscripción del presente contrato.  

PÁRRAFO II. Asimismo, EL PROVEEDOR, declara en el presente que no existe ninguna relación directa de parentesco entre sus representantes con el personal administrativo referido en el párrafo anterior, que pueda tener algún tipo de conflicto de interés presente o eventual.

ARTÍCULO 32. RÉGIMEN DE SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS. LAS PARTES se comprometen a realizar sus mejores esfuerzos para intentar resolver directamente entre ellas de forma amigable los conflictos, desacuerdos, diferencias y faltas de entendimiento que pudieran surgir en la interpretación del presente Contrato y en la planificación o ejecución de los trabajos. En caso de subsistir las diferencias que resulten de la ejecución del presente Contrato, su incumplimiento, su interpretación, su resolución o nulidad será sometido ante el Tribunal Superior Administrativo, instituido mediante la Ley Número 13-07 de fecha cinco (05) del mes de febrero del año dos mil siete (2007). No obstante, para todo aquello que no esté previsto expresamente en el presente contrato, LAS PARTES se remiten al derecho común.

ARTÍCULO 33: NO CESIÓN. – EL PROVEEDOR podrá ceder los derechos y obligaciones contenidos en el presente Contrato, salvo la autorización expresa y por escrito de la otra Parte.

ARTÍCULO 34: INTERPRETACIÓN DEL CONTRATO. - El significado e interpretación de los términos y condiciones del presente Contrato se hará al amparo de las leyes de la República Dominicana.

ARTÍCULO 35. DOMICILIO DE ELECCIÓN Y NOTIFICACIONES. Para todos los fines y consecuencias del presente Contrato, LAS PARTES eligen domicilio en las direcciones que constan en la parte introductoria de este Contrato, en el cual recibirán válidamente todo tipo de correspondencia o notificación relativa al mismo, su ejecución y terminación.

PÁRRAFO: Todo aviso, solicitud o comunicación que LAS PARTES deban dirigirse en virtud del presente contrato, se efectuará por escrito y se considerará realizada desde el momento en que el documento correspondiente se entregue al destinatario.

ARTÍCULO 36. GASTOS LEGALES DEL CONTRATO. Los gastos legales de la notarización del contrato serán cubiertos por LA INSTITUCIÓN CONTRATANTE.  

ARTÍCULO 37. ACUERDO ÍNTEGRO. El presente Contrato y sus anexos contienen todas las estipulaciones y acuerdos convenidos entre LAS PARTES; en caso de ambigüedad, duda o desacuerdo sobre la interpretación del mismo y sus documentos anexos, prevalecerá su redacción. Asimismo, se establece que, si alguna de las disposiciones de este Contrato se declarara inválida, las demás no serán afectadas y permanecerán plenamente vigentes. 

HECHO Y FIRMADO de buena fe en tres (3) originales de un mismo tenor y efecto, uno para cada una de las partes, y el tercero a los fines correspondientes, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, capital de la República Dominicana, hoy ______ ( ) del mes de ______l del año dos mil veintiséis (2026).

POR EL MICM: 							POR EL ASESOR:






__________________________					__________________________
                       MINISTRO							                  ASESOR

YO, _________________________________________________________, Notario Público de los del Número del Distrito Nacional, Matrícula No. ________________. CERTIFICO Y DOY FE: Que la firma que antecede fue puesta en mi presencia libre y voluntariamente por los señores __________________________ y __________________________, personas que doy fe conocer, quien me han declarado que son las firmas que acostumbran a usar en todos los actos de sus vidas, tanto públicas como privadas, por lo que debe dárseles entera fe y crédito. En la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, Capital de la República Dominicana, hoy _____ () del mes de _________ del año dos mil veintiséis (2026).



_________________________________
Notario Público

Página 10 de 10
Contrato de Servicios de Asesoría Externa Legal No. _______2026  
Eward Veras Vargas - MICM.
MICM-CCC-PEJU-2026-0001
[image: ]	
image1.jpg
-
a

i

. GOBIERNO DE LA
REPUBLICA DOMINICANA

INDUSTRIA, COMERCIO
Y MIPYMES

ANO DE LA CONSOLIDACION DE LA SEGURIDAD ALIMENTARIA

Torre MICM  Avenida 27 de Febrero 306  Bella Vista  Apartado Postal 10121  Santo Domingo Republica Dominicana
TELEFONO 809 685 5171 DESDE EL INTERIOR 809 200 5171 MICM.GOB.DO




